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León, Guanajuato, a 28 veintiocho de septiembre del año 2012, dos mil doce. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 291/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano RAUL ROCHA RICO, ostentando el carácter de Apoderado Legal de la Persona Moral denominada “SONIGAS”, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, en contra del DIRECTOR DE PROTECCIÓN CIVIL DEL MUNICIPIO DE LEÓN, GUANAJUATO; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO y por tratarse de un presupuesto procesal, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano Raúl Rocha Rico, quien se ostenta como apoderado legal de la persona moral denominada “Sonigas”, Sociedad Anónima de Capital Variable; personalidad jurídica que acredita con copia certificada notarialmente del Testimonio de la Escritura Pública número ---, en donde se le otorga poder general para pleitos y cobranzas, para actos de administración, y para actos de administración y representación laboral, con todas las facultades generales y las especiales que requieran cláusula especial, conforme a la Ley, sin limitación alguna, en términos de los dos primeros párrafos de los artículos 2064 del Código Civil para el Estado de Guanajuato y 2554 del Código Civil para el Distrito Federal y sus correlativos de cualquier Estado de la República  Mexicana en que el poder se ejerza. . . . . . . . . . . 

TERCERO.-  Que el actor impugna la resolución de fecha 05  cinco de  junio del año 2012, dos mil doce, a través de la cual se le impone la sanción de apercibimiento, dictada en el procedimiento administrativo expediente número ---, por el Director General de Protección Civil del Municipio de León, Guanajuato, cuya existencia se encuentra acreditada en la presente causa administrativa con una copia firmada sobre papel carbón y con el reconocimiento que hace la autoridad en la contestación de la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que  conforme a lo  estipulado por el  artículo 261 del  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad demandada no hace valer causal de improcedencia alguna y de autos se advierte que no se actualiza ninguna de las previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que en el cuarto concepto  de  impugnación  el  representante  de  la actora en esencia aduce que tanto el artículo 105 fracción III del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, como el artículo 208 fracción I, inciso b) del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, facultan a la autoridad para nombrar a las personas que llevaran a cabo la inspección, siendo que en la especie solamente señala el artículo 105 del referido Reglamento, el cual contiene cinco fracciones y es de explorado derecho que las facultades de la autoridad deben de quedar plenamente acreditadas en el acto de molestia, señalando la fracción, inciso, subinciso, Ley, decreto o acuerdo que las otorgue, lo que no se cumplió, ya que solamente cita el artículo y no le da a conocer la fracción que lo faculta, violándole la garantía de seguridad jurídica de su representada y que todos los actos deben de estar fundados y motivados de acuerdo con la fracción VI del artículo 137 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; y, para que la orden de inspección cumpla con la debida fundamentación y motivación en términos del artículo 16 Constitucional, respecto a la designación de múltiples visitadores que puedan actuar de manera conjunta o separadamente, la autoridad debió de indicar la fracción y el párrafo que le concede facultades para designar a los visitadores para actuar en forma conjunta o separadamente, por ello, la autoridad fue omisa en fundar la competencia que tiene para nombrar a la persona o personas que efectuarían la visita. En tanto que, la autoridad demandada en su contestación en esencia aduce que este concepto de impugnación, es ineficaz, en razón de que no es cierto lo manifestado por la parte actora, ya que en la orden de inspección se encuentra el nombre de la persona facultada para practicar las diligencias correspondientes, realizándose una equivocada interpretación a la órden de inspección. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

El artículo 105 del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, establece los requisitos que debe contener la orden de inspección, numeral que dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 105.- La orden escrita de inspección deberá:

I.- Ser expedida por el titular de la unidad;

II.- Estar debidamente fundada y motivada;

III.- Señalar al nombre de la persona o personas facultadas para realizar la      

      diligencia;

IV.- Señalar el inmueble, el lugar o la zona a inspeccionarse; y,

V.- El objeto y alcance de la misma.”

Conforme a este precepto jurídico la orden de inspección debe fundarse y motivarse, por tanto, resulta que el Director General de Protección Civil tiene atribuciones para emitir ese mandamiento escrito y para designar a los inspectores que practicarán la visita de inspección; consecuentemente, es cierto que la autoridad demandada debe fundar la facultad que tiene para designar a los inspectores, de ahí, que en la especie el Director General de Protección Civil al emitir el referido mandamiento estaba constreñido a expresar de manera concreta el Ordenamiento Legal, el artículo y cada una de las fracciones que aplicaba y manifestar de manera detallada las razones particulares, circunstancias especiales o causas inmediatas que sirven de apoyo a la orden de inspección que nos ocupa y para ejercer la atribución de nombrar a la o las personas que practicarán las visita de inspección. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Sin embargo, de un análisis minucioso del texto de la orden de inspección número ---, se advierte que se encuentra insuficientemente fundada, en razón de que, es cierto que, en dicho mandamiento la atribución para designar al inspector que practicó la visita de inspección, se funda en el artículo 105 del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato; empero, también es verdad, que omite señalar la fracción III de ese artículo, pues, en ésta es donde se le da la facultad de señalar al inspector que llevará a cabo la visita de inspección. Por tal virtud, el Director de Protección Civil, dejó de mencionar en la referida orden de inspección, la fracción III del artículo 105 del invocado Reglamento del Sistema de Protección Civil, que es la que le sirve de fundamento legal para la designación de los inspectores señalados en la referida orden de inspección, dentro de los que se encuentra el inspector José Luz Ramírez Ibarra, por esta razón dicho mandamiento escrito de inspección se encuentra insuficientemente fundado, omisión que acarrea la ilegalidad de ese acto del procedimiento administrativo de inspección. Respecto a la obligación de fundar en la orden de inspección, la designación del inspector autorizado para realizar la visita de verificación, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Tribunal Colegia de Circuito con número de Registro Número 167673. Localización: Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXIX, Marzo de 2009. Página: 2822. Tesis: II.1o.A.158 A. Tesis Aislada. Materia(s): Administrativa, bajo el siguiente rubro: “ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. PARA CUMPLIR CON LA GARANTÍA DE FUNDAMENTACIÓN, AL SEÑALAR EN AQUÉLLA EL LUGAR DONDE DEBE EFECTUARSE, LA AUTORIDAD EMISORA ESTÁ OBLIGADA A CITAR EL ARTÍCULO 43, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. Conforme a las consideraciones de la ejecutoria de la cual derivó la jurisprudencia 2a./J. 85/2007, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, mayo de 2007, página 990, de rubro: "ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. LA AUTORIDAD EMISORA DEBE FUNDAR SU COMPETENCIA PARA NOMBRAR A LA PERSONA O PERSONAS QUE EFECTUARÁN LA VISITA CONJUNTA O SEPARADAMENTE, EN EL ARTÍCULO 43, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, SIN QUE LE EXIMA DE ESTA OBLIGACIÓN EL HABER NOMBRADO A UNA SOLA PERSONA PARA EFECTUARLA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2005).", se colige que ese Alto Tribunal al interpretar el artículo 43 del Código Fiscal de la Federación, determinó que no es una norma compleja, dado que en sus tres fracciones establece con claridad, certeza y precisión los requisitos que deben plasmarse en toda orden de visita domiciliaria, estimando además que éstos deben relacionarse con el ámbito competencial de quien la suscribe. Así, para cumplir con la garantía de fundamentación prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al señalar en una orden de visita domiciliaria el lugar donde debe efectuarse, la autoridad emisora está obligada a citar el artículo 43, fracción I, del Código Fiscal de la Federación. Lo anterior se concluye si se toma en cuenta que todo acto de molestia debe respetar el principio de legalidad, consistente en que los órganos estatales sólo pueden hacer aquello que expresamente les permita la ley, por lo que tienen que fundar en derecho su competencia y, por tanto, no basta la cita genérica del ordenamiento que se las confiere, sino que es necesario precisar en el cuerpo mismo del documento respectivo el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación, al existir jurisprudencia temática relativa a que el artículo 43 mencionado establece los requisitos de la orden de visita vinculados con el ámbito competencial del ente gubernamental.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el quinto concepto de impugnación la parte actora en  esencia aduce que 
hay violación a los artículos 137, fracción V y  208, fracción  I, inciso f), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, transcribe dichos numerales; de una lectura a la orden de inspección número ---, se desprende que fue emitida sin firma autógrafa, lo cual la torna ilegal, de los dispositivos supracitados se desprende que uno de los elementos de validez de los actos administrativos es que deben contar con la firma autógrafa del funcionario competente que lo emitió, lo que en la especie no se cumple, ya que la orden de inspección rebatida fue emitida sin firma autógrafa; niega lisa y llanamente que se le haya notificado la orden de inspección con firma autógrafa. En tanto, que la autoridad demandada señala en lo toral que es ineficaz este concepto de impugnación, en razón de que los argumentos que expresa el actor no desvirtúan cada uno de los artículos que se expresan en la orden de inspección, con los cuales se acredita la competencia del suscrito, en lo concerniente a que la firma no es autógrafa, no obstante que la carga de la prueba corresponde a la parte actora al existir la presunción a favor de la autoridad de conformidad con el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, así como con fundamento en el artículo 51 del mismo Código, le corresponde al actor probar al actor que no es autógrafa la firma expresada en la orden de inspección; que si bien es cierto que uno de los elementos de validez del acto es la firma autógrafa, la copia derivada de ésta no causa agravio lo que lo causaría sería en todo caso que la firma fuera facsímil. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en merito de los siguientes razonamientos lógicos y jurídicos: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, cabe precisar sobre el particular, que las formalidades para la práctica de la visita de inspección se regulan por Ordenamientos Legales, en principio por el artículo 109 del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, y en segundo lugar, por el artículo 208 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, aplicado de manera supletoria por disposición del artículo 133 de este Cuerpo Legal; preceptos que establecen lo siguiente: . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . .
“Artículo 109.- Para el desahogo de la orden de inspección, el personal autorizado por el titular de la Unidad, procederá de la siguiente manera:

I.- Dará inicio a la diligencia de inspección;

II.- Deberá identificarse con documento oficial ante la persona que lo atienda;

III.- Entregará copia de la orden a quien lo atienda;

IV.- Requerirá a la persona con la que entiende la diligencia para que nombre a dos testigos que intervengan en la misma; si éstos no son nombrados o los señalados no aceptan fungir como tales, los visitadores los designarán. Los testigos podrán ser sustituidos por motivos debidamente justificados en cualquier tiempo, siguiendo las mismas reglas que para su nombramiento. En los casos en que no fuere posible encontrar en el lugar de la visita personas que pudieran ser designadas como testigos, el inspector deberá asentar esta circunstancia en el acta administrativa que al efecto se levante, sin que ello afecte la validez de la misma;

V.- Se concretará a verificar lo especificado en la orden de inspección;

VI.- Levantará un acta circunstanciada por duplicado, en términos de este Reglamento;

VII.- Recabará la firma de todas las personas que hayan intervenido en el acta de inspección; y,

VIII.- Al término de la diligencia entregará copia del acta a la persona con quien se haya entendido.”

“Artículo 208.- Las autoridades administrativas para comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias podrán llevar a cabo visitas de verificación o inspección en el domicilio, instalaciones, equipos y bienes de los particulares, en los casos que señalen las leyes y reglamentos aplicables, conforme a las siguientes reglas:

I.- Sólo se practicarán las visitas por mandamiento escrito de autoridad administrativa competente, en el que se expresará:
a).- El nombre de la persona que deba recibir la visita. Cuando se ignore el nombre de ésta, se señalarán los datos suficientes que permitan su identificación;
b).- El nombre de los servidores públicos que deban efectuar la visita, los cuales podrán ser sustituidos, aumentados o reducidos en su número, en cualquier tiempo por la autoridad administrativa competente. La sustitución, aumento o disminución se notificará personalmente al visitado;

c).- El lugar, zona o bienes que han de verificarse o inspeccionarse;
d).- Los motivos, objeto y alcance de la visita;
e).- Las disposiciones legales que fundamenten la verificación o inspección; y,
f).- El nombre, cargo y firma autógrafa de la autoridad administrativa que lo emite;
II.- La visita se realizará exclusivamente en el lugar, zona o bienes señalados en la orden;
III.- Los visitadores entregarán la orden al visitado o a su representante y si no estuvieren presentes, previo citatorio, a quien se encuentre en el lugar o zona donde deba practicarse la diligencia;
IV.- Al iniciarse la verificación o inspección, los visitadores que en ella intervengan se deberán identificar ante la persona con quien se entienda la diligencia, con credencial o documento vigente con fotografía expedido por la autoridad administrativa competente, que los acredite legalmente para desempeñar su función;

V.- La persona con quien se entienda la diligencia será requerida por los visitadores para que nombre a dos testigos que intervengan en la misma; si éstos no son nombrados o los señalados no aceptan fungir como tales, los visitadores los designarán. Los testigos podrán ser sustituidos por motivos debidamente justificados en cualquier tiempo, siguiendo las mismas reglas que para su nombramiento;
VI.- Los visitados, sus representantes o la persona con quien se entienda la  diligencia, están obligados a permitir a los visitadores el acceso al lugar o zona objeto de la visita, así como a poner a la vista la documentación, equipos y bienes que se les requieran;
VII.- Los visitadores harán constar en el acta que al efecto se levante, todas y cada una de las circunstancias, hechos u omisiones que se hayan observado en la diligencia;
VIII.- La persona con quien se haya entendido la diligencia, los testigos y los visitadores firmarán el acta. Un ejemplar legible del documento se entregará a la persona con quien se entienda la diligencia. La negativa a firmar el acta o a recibir copia de la misma, se deberá hacer constar en el referido documento, sin que esta circunstancia afecte la validez del acta o de la diligencia practicada;

IX.- Con las mismas formalidades indicadas en las fracciones anteriores, se levantarán actas previas o complementarias, para hacer constar hechos concretos en el curso de la visita o después de su conclusión; y,
X.- El visitado, su representante o la persona con la que se haya entendido la visita, podrán formular observaciones en el acto de la diligencia y ofrecer pruebas con relación a los hechos u omisiones contenidos en el acta de la misma o bien hacer uso de ese derecho, por escrito, dentro del plazo de ocho días siguientes a la fecha en que se hubiere levantado el acta, al término del cual la autoridad administrativa emitirá la resolución procedente.”

Como se advierte la fracción III de cada uno de estos, regula la orden de inspección como un acto del procedimiento administrativo de inspección, pero entre dichas normas jurídicas existe una contradicción, en virtud de que conforme a la fracción III el artículo 109 del referido Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil, el inspector autorizado entregará al visitado una copia de la orden de inspección, mientras que de acuerdo a la fracción III del artículo 208 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el visitador entregará al visitado el original de la orden de inspección; en consecuencia, ante esta contradicción predomina el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que la disposición normativa de este Cuerpo Legal es más favorable a los intereses de la parte justiciable, pues le da mayor certeza y seguridad jurídica el hecho de que el inspector autorizado a practicar la visita de inspección se encuentra constreñido a entregar el original de la orden de inspección al visitado, a su representante o a quien atienda la visita de inspección, por esta razón tiene preferencia la fracción III del citado artículo 208 como norma posterior y superior sobre la fracción III el aludido artículo 109 como norma anterior e inferior no debe oponerse a los lineamientos de la de mayor jerarquía, por tal motivo, atendiendo al principio fundante de la supremacía del sistema normativo que rige en nuestro orden legal, predomina la supletoriedad del multicitado Código, pues éste de superior jerarquía, lógica y jurídicamente no debe supeditarse en cuanto a su validez al contenido del multireferido Reglamento. . . . . . . . . .  . . . . . . . . 

Así las cosas, por su parte la persona moral actora exhibió al escrito de demanda una copia de la orden de inspección número --- de fecha 11 once de abril del año en curso, emitida por el Director General de Protección Civil del Municipio de León, Guanajuato; y, niega lisa y llanamente que la orden de inspección se le haya notificado con firma autógrafa, de esta manera, conforme a lo estipulado por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, esa negativa le revierte la carga de la prueba a la autoridad demandada, a efecto de probar que le entregó al impetrante una orden de inspección con firma autógrafa, ya que dicha negación no envuelve una afirmación expresa de un hecho, lo anterior es así, de acuerdo a las reglas de la carga de la prueba previstas en el artículo 51 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en tanto, que la autoridad demandada por su parte se encuentra constreñida a desvirtuar esa negativa. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
En ese supuesto y tomando en cuenta que en términos jurídicos, la autoridad demandada omitió desvirtuar dicha negativa, porque no exhibió la orden de inspección firmada en original, ya que en autos sólo obra una copia de la multicitada orden de inspección con firma al carbón, que fue exhibida por la parte actora al escrito de demanda y que le fue admitida como prueba en esta causa administrativa, pues, realizando un minucioso análisis de la orden de inspección que nos ocupa, se advierte a simple vista que la firma autógrafa se plasmó sobre una hoja y papel pasante, aún y cuando al frente, en la parte inferior izquierda, obra un sello oficial en original de la Unidad Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, no es posible sostener que la firma que la calza sea autógrafa, puesto que no se estampó con bolígrafo, circunstancias que ponen de relieve la ausencia de voluntad del Director General de Protección Civil, toda vez que esta declaración de voluntad única y formalmente se da a través de la firma autógrafa; como quiera que sea, la exteriorización del acto con firma al carbón hace suponer la existencia de una copia y de un documento original, suscrito con firma autógrafa estampada de puño y letra del servidor público, por ende, no existe impedimento para concluir que a la parte justiciable no se le entregó el original de la orden de inspección número ---, de fecha 11 once de abril del año en curso, emitida por el Director General de Protección Civil del Municipio de León, Guanajuato, sino que se le proporcionó un documento con firma estampada sobre papel pasante, bajo este contexto resulta, que la orden de inspección como acto administrativo emitido dentro del procedimiento administrativo carece del requisito esencial de validez exigido por la fracción V del artículo 137, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud de que este Ordenamiento Legal en su artículo 208, fracción III, aplicado supletoriamente no autoriza una forma distinta para la emisión de la multicitada orden de inspección, pues el artículo 109, fracción III, del multireferido Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil, que permite la entrega de una copia de la orden no es aplicable a la parte actora por las razones expresadas en el supralíneas; siendo lo anterior así, dicha omisión constituye un vicio que acarrea su ilegalidad, circunstancia que se traduce en un acto de molestia que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la persona moral actora. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
En merito de lo anterior, es ilegal, la orden de inspección combatida, ya que se encuentra insuficientemente fundada y carece de firma autógrafa del Director General de Protección Civil, por lo que no cumple con los elementos de validez exigidos por las fracciones V y VI el artículo 137, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, pues la debida fundamentación y la firma autógrafa constituyen elementos que le dan forma y validez al acto administrativo impugnado, mientras que su ausencia representa omisiones que extinguen la presunción de legalidad de la referida orden de inspección; por consiguiente, la insuficiente fundamentación y la ausencia de firma autógrafa, producen la ilegalidad de la orden de inspección impugnada en este proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, la ilegalidad de la orden de inspección, trae consigo la ilegalidad del acta de visita de inspección y estos dos actos que en el procedimiento administrativo anteceden a la resolución combatida, hacen que ésta como acto consecuente, también resulte ilegal por su origen. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el siguiente rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma  partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Conforme a lo anterior, la orden de inspección es contraria a derecho, al no reunir los elementos de validez exigidos por el artículo 137 fracciones VI y VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, violándose en perjuicio de la parte actora los artículos 208 fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y 4° primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, lo que trae consigo una afectación de manera real y directa en la esfera jurídica de la persona moral actora, por ende, con fundamento en el artículo 300, fracción II, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad total de la resolución emitida con fecha 05 cinco de junio del año 2012, dos mil doce, en el expediente número ---, a través de la cual en el segundo punto resolutivo se le aplica a la persona moral “Sonigas”, Sociedad Anónima de Capital Variable, la sanción consistente en el apercibimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- Que la argumentación de los dos conceptos de impugnación analizados en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de la resolución combatida y resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de agravio esgrimidos en la demanda, toda vez que de resultar procedente algún otro, en nada variaría el sentido de la presente resolución. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 4º primer párrafo, 
206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 137 fracciones VI y VII, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . .  . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la resolución emitida con fecha 05 cinco de junio del año 2012, dos mil doce, en el expediente número ---, a través de la cual en el segundo punto resolutivo se le aplica a la persona moral “Sonigas”, Sociedad Anónima de Capital Variable, la sanción consistente en el apercibimiento, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma en 4 cuatro, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 28 DE SEPTIEMBRE DEL 2012, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 291/2012-JN.

